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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 0698/2018-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARÌA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., veintiuno de enero de dos mil diecinueve. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 0698/2018-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintinueve de agosto de dos mil dieciocho,  se tuvo a **********, demandando por sus propios derechos, actos y respecto de las autoridades que enseguida se precisan:

AUTORIDADES DEMANDADAS: - La Dirección General de Ingresos, - Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de Obligaciones ISERTP y Hospedaje.

-Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado. 

ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********
FECHA DE NOTIFICACION.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 12:15 doce horas con quince minutos del cuatro de diciembre de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, al escrito de ampliación de demanda, así como al de su contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos fiscales del Estado de San Luis Potosí.   

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado, el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja de la ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado Código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********, demandando por sus propios derechos el acto y en contra de las autoridades señaladas con antelación. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 
Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que quien comparece en su representación, es el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, quien aportó para tales efectos, el nombramiento que lo acredita como tal, según documento visible a foja 27 de este expediente.

Por otra parte, la parte actora negó lisa y llanamente la notificación del Crédito Fiscal que combate, así como su respectiva notificación.  

En virtud de lo anterior, la demandada al momento de producir su contestación, la cual se encuentra agregada en autos a fojas de la 12 a la 26 de este expediente, aportó el documento relativo ********** del mismo, a efecto de acreditar su existencia y su debida notificación a la hoy actora, tal y como así se hace constar a fojas de la ********** del expediente en que se actúa.

Adicionalmente acompaña también, **********
Entonces, mediante auto del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles para que ampliara su demanda, a efecto de que se manifestara al respecto sobre la existencia física y jurídica de los actos a que se alude, así como su debida notificación. 

Por auto del quince de octubre de dos mil dieciocho, se le tuvo a la parte actora por admitida su ampliación de demanda de nulidad, por lo que en ese mismo auto, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada efecto de que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Mediante proveído del trece de noviembre de dos mil dieciocho, se le tuvo a la autoridad demandada por contestada la ampliación de demanda de nulidad. 

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 51 a la 60 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Al respecto y una vez revisada la contestación de las autoridades demandadas, se advierte que quien compareció en su nombre y representación, lo fue el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de  Gobierno del Estado,  quien hace valer las causales de Improcedencia y Sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI, en relación con el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que la Secretaria de Finanzas, no emitió el acto que se combate, que no es parte en el presente juicio de nulidad y que no es ni autoridad ordenadora ni ejecutora.   

Sin embargo, las causales que invoca son de resultar improcedentes, en virtud de que atendiendo al contenido del artículo 5°, del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, la representación legal, tramitación y resolución de los asuntos de la competencia de la Secretaria, corresponde originalmente al Secretario, quien podrá delegar sus facultades en los servidores públicos subalternos de la misma dependencia, excepto aquellas que deban ser ejecutadas directamente por él.

Bajo ese contexto, la tramitación y resolución de los asuntos son competencia de la Secretaria de Finanzas y corresponden originalmente al titular y éste a la vez, puede delegar las facultades que no le sean exclusivas, por ello, de acuerdo a lo establecido en el numeral 3° del Reglamento en cita, la Secretaria de Finanzas para el despacho de los asuntos de su competencia, contara con diversas unidades administrativas, entre las que se encuentra la Dirección General de Ingresos. 
Por tanto, si bien es cierto, que en el numeral 14 del citado Reglamento, se otorgan a la Dirección General de Ingresos, diversas atribuciones entre las que se encuentra la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales; también es cierto, que al atribuirle originalmente al Secretario de Finanzas como superior jerárquico la representación legal, tramitación y resolución de los asuntos de dicho órgano y facultarlo a delegar facultades a favor de los servidores públicos de dicho órgano, el Secretario de Finanzas puede válidamente delegar el ejercicio de esas facultades que no le sean exclusivas y conferirlas expresamente a un subalterno, sin perjuicio de que sean ejercidas directamente por su titular; de ahí que aun y cuando el Titular de la Secretaría de Finanzas no emitió de manera directa el acto impugnado, sino que lo fue el Director General de Ingresos, sin embargo la autoridad citada en primer término, es la autoridad a quien le corresponde la representación legal, tramitación y resolución de los asuntos de dicho órgano, por lo que no procede la causal por ella invocada.

En cuanto a que la autoridad demandada Dirección General de Ingresos, Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de Obligaciones ISERTP y Hospedaje, en el sentido de que NO EXISTE, de acuerdo a lo que establece el artículo 3° del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, resulta improcedente, toda vez que la designación de la autoridad se desprende de la propia redacción del encabezado de los actos de autoridad, además, como fue señalado en un principio, el Procurador Fiscal comparece en su representación, reconociendo la existencia de dicha autoridad dentro de la Secretaria de Finanzas a la que representa, de ahí la improcedencia de dichas causales.

Por otro lado, se hacen valer las causales de Improcedencia y Sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción VI, en relación con el artículo 229 fracción II del Código en cita, con el argumento de que la resolución impugnada **********se actualizan las causales invocadas.

Al respecto, debe decirse a las demandadas que no es el momento para hacer un pronunciamiento al respecto, ya que si la actora negó para todos los efectos de la negación la notificación del acto a que se alude como su legal notificación, ello es precisamente motivo de estudio de fondo en la presente resolución. 
SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamento al respecto, es importante señalar que en el escrito original de demanda de nulidad, la hoy actora negó para todos los efectos legales de la negación, que se le haya notificado el acto que combate así como la existencia de su respectiva notificación, haciendo reserva de su derecho de expresar conceptos de impugnación en contra de dicho acto en la etapa procesal oportuna, esto es, en la vía de ampliación de demanda mediante la que dice formularía conceptos de nulidad, ello en razón de que la demandada mediante su contestación, acompañe el acto impugnado y su respectiva notificación, pues dice que es a ella a quien corresponde la carga probatoria. (F. 04)     

Atentos a lo anterior y como fue señalado en el Considerando Tercero de ésta resolución, la demandada al momento de producir su contestación, la cual se encuentra agregada en autos a fojas de la 12 a la 26 de este expediente, aportó el documento ********** del expediente en que se actúa.

Entonces, mediante auto del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles para que ampliara su demanda, a efecto de que se manifestara al respecto sobre la existencia física y jurídica de los actos a que se alude, así como su debida notificación. 

Por auto del quince de octubre de dos mil dieciocho, se le tuvo a la parte actora por admitida su ampliación de demanda de nulidad, misma que se encuentra en autos a fojas de la 50 a la 61 del expediente en que se actúa.

Sin embargo, de una lectura integral al escrito por el que se amplía la demanda de nulidad, se advierte con toda claridad que la demandante, no expresó ningún concepto de impugnación encaminado a combatir o destruir ********** 

De acuerdo a lo que establece el artículo 45 segundo párrafo  del Código Fiscal del Estado, todo acto de autoridad goza de presunción de validez, la cual debe ser destruida a través de los conceptos de impugnación que haga valer el agraviado, sin embargo, en el caso que nos ocupa, la hoy actora no esgrimió ningún agravio tendiente a combatir la legalidad de la notificación de la resolución que pueda ser analizado par parte de ésta Primera Sala Unitaria. 
Por otro lado, la autoridad demandada al momento de producir su contestación a la demanda de nulidad, aportó la resolución que contiene la determinación del **********, aportando para tales efectos dichos documentos, mismos que se encuentran agregados en autos a foja de ********** de este expediente, los cuáles hacen prueba plena en términos de lo establecido por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que según lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

Al remitirnos al ********** así como a la notificación del mismo, se aprecia con toda claridad que efectivamente éste, legalmente fue notificado a la hoy actora el ********** en el que se aprecia que previo a ello, medió citatorio, tal y como así se encuentra debidamente acreditado en autos a foja de la ********** de este expediente, documentales cuya legalidad no fue combatida por la actora en su ampliación de demanda.
Ahora bien, el artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece en lo conducente que: 

ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

I….” 
II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.

En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y

III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en contra de la resolución administrativa:  
a) Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que se hubiese formulado contra la resolución; sin que la declaratoria de inexistencia o ilegalidad de la notificación, produzca por sí misma la ilegalidad de los actos impugnados, para lo cual deberá estarse al estudio de los conceptos de impugnación invocados.

b) Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la resolución administrativa combatida.
De acuerdo a la fracción II del precepto señalado, la hoy actora desde la presentación de su demanda, negó para todos los efectos legales de la negación que se le haya notificado la resolución que combate, sin embargo, la autoridad demandada al contestar dicha demanda, acompañó las constancias de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor debería combatir mediante ampliación de la demanda, sin que en el presente caso así haya sucedido.

En esas condiciones, en términos de la fracción III inciso b) del artículo en comento, prevalece la presunción de legalidad de la notificación practicada el **********, por lo que se declara que dicha notificación surte sus efectos legales, puesto que  no existen conceptos de impugnación enderezados en su contra. 
Por lo anterior, es por lo que se resuelve como legalmente hecha la notificación, el 16 de noviembre de 2017. 
Entonces, si la hoy actora presentó su demanda de nulidad el 28 de agosto de 2018, tal y como así se hace constar en la parte superior izquierda de la foja 02 de este expediente, es claro y evidente que fue presentada fuera del plazo establecido en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que en su parte conducente dice:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

I.- De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general...”
El caso que nos ocupa, encuadra en la hipótesis señalada en la fracción I inciso a) del precepto en mención, ya que de acuerdo a lo anteriormente señalado, si a la actora se le notificó legalmente el acto que se combate el 16 de noviembre de 2017, tal notificación surtió sus efectos legales al día hábil siguiente, esto es, al 17 de noviembre  de 2017.

Entonces, el plazo de 30 días hábiles a que se refiere el precepto en mención, comenzó a correr a partir del 21 de noviembre de ese 2017, concluyendo dicho plazo el 18 de enero de 2018.  

Lo anterior tomando, en cuenta que los días sábado 18, domingo 19 y lunes 20 de noviembre fueron días inhábiles y, del 20 de diciembre de 2017 al 04 de enero de 2018, de la misma manera fueron días inhábiles por estar en el Segundo Periodo Vacacional de éste Tribunal.  

Luego, del 18 de enero de 2018 en que concluyó el plazo de treinta días hábiles, al 28 de agosto de 2018, en que fue presentada la demanda de nulidad por parte del demandante, transcurrieron en exceso 07 meses con 10 días, posteriores a la fecha del último día para haber presentado su demanda de nulidad, por lo que entonces, al haber transcurrido en exceso el tiempo para hacer valer sus derechos, lo procedente es decretar el sobreseimiento del presente asunto, por encontrarse fuera de tiempo.
En ese sentido, ésta Primera Sala Unitaria advierte que el asunto que nos ocupa, encuadra en la hipótesis de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dada la existencia de manifestaciones de voluntad de consentimiento, pues no se debe pasar por desapercibido que, aún y cuando se le dio la oportunidad mediante la ampliación de demanda de nulidad, la actora no hizo valer su derecho para demandar la nulidad de la notificación del acto a combatir, por el contrario, al no haberse manifestado al respecto en el plazo concedido, consintió tal acto, actualizándose así la extemporaneidad de la demanda que nos ocupa, de lo que se tiene en consecuencia su improcedencia por consentimiento, por ello y para efectos de una mejor claridad en el presente asunto, se transcribe en su parte conducente el citado artículo que dice: 

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro.
Es indudable que al momento de presentación de su demanda y que lo fue el 28 de agosto de 2018, la hoy demandante se encontraba fuera del término que conforme a su derecho tuvo para impugnar el acto que reclama, resultando por ende, improcedente el presente juicio de nulidad por encontrarse motivo manifiesto e indudable de improcedencia, en términos de lo establecido por el artículo  señalado, sirviendo de apoyo a lo anterior por afinidad, el siguiente criterio con el rubro: 
 

“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE.” 

En ese orden de ideas y en virtud de que la causal de improcedencia resultó procedente, se obtiene como consecuencia la causal de Sobreseimiento prevista y señalada en el artículo 229 fracción II de la norma a que se alude y que a la letra dice: 
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio: 

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.”
Así las cosas, en vista de que el presente caso se ubicó en las hipótesis de los artículo 28 VI y 29 fracción II, en relación con el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ésta Primera Sala Unitaria, determina decretar el SOBRESEIMIENTO del presente asuntos, por las razones y motivos que han sido señalados en la presente resolución.   

En virtud de que se ha decretado el sobreseimiento del presente juicio, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación hechos valer por el demandante, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión, sirviendo de apoyo el siguiente criterio con el rubro: 
 

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS.” 

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 24, 228 fracción VI, 229 fracción II, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

 PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.
SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el considerando cuarto de esta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a las autoridades demandadas.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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